
2) El artículo 9, apartado 2, del Convenio sobre el acceso a la 
información, la participación del público en la toma de decisiones 
y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, celebrado el 
25 de junio de 1998 y aprobado en nombre de la Comunidad 
Europea mediante la Decisión 2005/370/CE del Consejo, de 17 
de febrero de 2005, y el artículo 10 bis de la Directiva 85/337, 
en su versión modificada por la Directiva 2003/35, deben inter­
pretarse en el sentido de que: 

— cuando un proyecto que esté comprendido en el ámbito de 
aplicación de estas disposiciones se adopte mediante un acto 
legislativo, la cuestión de si dicho acto legislativo responde a 
los requisitos establecidos en el artículo 1, apartado 5, de la 
citada Directiva debe poder someterse, con arreglo a las nor­
mas de procedimiento nacionales, a un órgano jurisdiccional o 
a un órgano independiente e imparcial establecido por la ley; 

— en el supuesto de que contra dicho acto no existiese recurso 
alguno de la naturaleza y alcance indicados, correspondería a 
cualquier órgano jurisdiccional que en el marco de su compe­
tencia conociese del asunto ejercer el control descrito en el 
apartado anterior y sacar las conclusiones oportunas, dejando, 
en su caso, sin aplicación dicho acto legislativo. 

( 1 ) DO C 153, de 4.7.2009. 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 20 de 
octubre de 2011 — Comisión Europea/República Federal 

de Alemania 

(Asunto C-284/09) ( 1 ) 

(Incumplimiento de Estado — Libre circulación de capitales — 
Artículos 56 CE y 40 del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo — Imposición de los dividendos — Dividendos paga­
dos a las sociedades que tienen su domicilio en el territorio 
nacional y a las sociedades establecidas en otro Estado miem­
bro o en un Estado del Espacio Económico Europeo — 

Diferencia de trato) 

(2011/C 362/03) 

Lengua de procedimiento: alemán 

Partes 

Demandante: Comisión Europea (representantes: R. Lyal y B.-R. 
Killmann, agentes) 

Demandada: República Federal de Alemania (representantes: M. 
Lumma y C. Blaschke, agentes, H. Kube, professeur) 

Objeto 

Incumplimiento de Estado — Infracción del artículo 56 CE y del 
artículo 40 del Acuerdo EEE — Normativa nacional que exime 
totalmente de la retención en origen los dividendos repartidos 
por las filiales a las sociedades matrices domiciliadas en el te­
rritorio nacional, mientras que, por lo que respecta a las socie­
dades matrices domiciliadas en otro Estado miembro o en un 
Estado del Espacio Económico Europeo, supedita dicha exención 

total al requisito de que se alcance el umbral mínimo de parti­
cipaciones de la sociedad matriz en el capital de la filial, deter­
minado en la Directiva 90/435/CEE del Consejo, de 23 de julio 
de 1990, relativa al régimen fiscal común aplicable a las socie­
dades matrices y filiales de Estados miembros diferentes (DO 
L 225, p. 6). 

Fallo 

1) La República Federal de Alemania ha incumplido las obligaciones 
que le incumben en virtud del artículo 56 CE, apartado 1, al 
someter los dividendos distribuidos a sociedades establecidas en 
otros Estados miembros, cuando no se alcanza el umbral de par­
ticipación de una sociedad matriz en el capital de su filial previsto 
por el artículo 3, apartado 1, letra a), de la Directiva 
90/435/CEE del Consejo, de 23 de julio de 1990, relativa al 
régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales 
de Estados miembros diferentes, en su versión modificada por la 
Directiva 2003/123/CE del Consejo, de 22 de diciembre de 
2003, a una imposición más elevada en términos económicos 
que la que grava los dividendos distribuidos a sociedades cuyo 
domicilio está en el territorio de ese Estado miembro. 

2) La República Federal de Alemania ha incumplido las obligaciones 
que le incumben en virtud del artículo 40 del Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo, de 2 de mayo de 1992, al someter 
los dividendos distribuidos a sociedades establecidas en la Repú­
blica de Islandia y en el Reino de Noruega a una imposición más 
elevada en términos económicos que la que grava los dividendos 
distribuidos a sociedades cuyo domicilio está en el territorio de ese 
Estado miembro. 

3) Condenar en costas a la República Federal de Alemania. 

( 1 ) DO C 256, de 24.10.2009. 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 20 de 
octubre de 2011 (petición de decisión prejudicial planteada 
por el Tribunale ordinario di Bari — Italia) — Interedil Srl, 
en liquidación/Fallimento Interedil Srl, Intesa Gestione 

Crediti Spa 

(Asunto C-396/09) ( 1 ) 

[«Procedimiento prejudicial — Legitimación de un órgano ju­
risdiccional inferior para plantear una cuestión prejudicial 
ante el Tribunal de Justicia — Reglamento (CE) n o 
1346/2000 — Procedimientos de insolvencia — Competencia 
internacional — Centro de los intereses principales del deudor 
— Traslado del domicilio social a otro Estado miembro — 

Concepto de establecimiento»] 

(2011/C 362/04) 

Lengua de procedimiento: italiano 

Órgano jurisdiccional remitente 

Tribunale ordinario di Bari
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Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Interedil Srl, en liquidación 

Demandadas: Fallimento Interedil Srl, Intesa Gestione Crediti Spa 

Objeto 

Petición de decisión prejudicial — Tribunale ordinario di Bari — 
Interpretación del artículo 3 del Reglamento (CE) n o 1346/2000 
del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre procedimientos de 
insolvencia (DO L 160, p. 1) — Centro de los intereses princi­
pales del deudor — Presunción relativa al lugar de su domicilio 
social — Establecimiento en otro Estado miembro — Concep­
tos comunitarios o nacionales. 

Fallo 

1) El Derecho de la Unión se opone a que un órgano jurisdiccional 
nacional esté vinculado por una norma de Derecho procesal na­
cional en virtud de la cual se le imponen las apreciaciones reali­
zadas por un órgano jurisdiccional superior, cuando se evidencia 
que las apreciaciones del órgano jurisdiccional superior no son 
compatibles con el Derecho de la Unión, interpretado por el Tri­
bunal de Justicia. 

2) El concepto «centro de los intereses principales» del deudor, men­
cionado en el artículo 3, apartado 1, del Reglamento (CE) n o 
1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre proce­
dimientos de insolvencia, debe interpretarse de conformidad con el 
Derecho de la Unión. 

3) A efectos de determinar el centro de los intereses principales de una 
sociedad deudora, el artículo 3, apartado 1, frase segunda, del 
Reglamento n o 1346/2000 debe interpretarse en los siguientes 
términos: 

— El centro de los intereses principales de una sociedad deudora 
debe determinarse dando preferencia al lugar de la adminis­
tración central de dicha sociedad, como puede demostrarse por 
los datos objetivos y que pueden comprobarse por terceros. En 
el supuesto de que los órganos de dirección y control de una 
sociedad se encuentren en el lugar de su domicilio social y de 
que las decisiones de gestión de esa sociedad se adopten, de 
forma que pueda comprobarse por terceros, en dicho lugar, no 
puede desvirtuarse la presunción establecida en el citado pre­
cepto. En el supuesto de que el lugar de administración central 
de una sociedad no se encuentre en su domicilio social, ni la 
presencia de activos sociales ni la existencia de contratos refe­
rentes a su explotación financiera en un Estado miembro 
distinto de aquel del domicilio social de la sociedad pueden 
ser considerados datos suficientes para desvirtuar esa presun­
ción, salvo a condición de que una consideración del conjunto 
de los datos relevantes permita demostrar que, de forma que 
pueda comprobarse por terceros, el centro efectivo de dirección 
y control de dicha sociedad, así como de administración de sus 
intereses, se encuentra en el otro Estado miembro. 

— En caso de traslado del domicilio de una sociedad deudora 
antes de presentarse la solicitud de apertura de un procedi­
miento de insolvencia, se presume que el centro de sus intereses 
principales se encuentra en su nuevo domicilio social. 

4) El concepto de «establecimiento», en el sentido de lo dispuesto en el 
artículo 3, apartado 2, del mismo Reglamento, debe interpretarse 
en el sentido de que exige la presencia de una estructura que 
incluya un mínimo de organización y cierta estabilidad, con objeto 
de ejercer una actividad económica. La sola presencia de bienes 
aislados o de cuentas bancarias no satisface, en principio, esta 
definición. 

( 1 ) DO C 312, de 19.12.2009. 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 18 de 
octubre de 2011 (petición de decisión prejudicial 
planteada por el Hoge Raad der Nederlanden — Países 
Bajos) — Realchemie Nederland BV/Bayer CropScience AG 

(Asunto C-406/09) ( 1 ) 

[Reglamento (CE) n o 44/2001 — Competencia judicial y eje­
cución de resoluciones judiciales — Concepto de «materia civil 
y mercantil» — Reconocimiento y ejecución de una resolución 
por la que se impone una multa — Directiva 2004/48/CE — 
Derechos de propiedad intelectual — Infracción de esos dere­
chos — Medidas, procedimientos y recursos — Condena — 
Procedimiento de exequátur — Costas de dicho procedimiento] 

(2011/C 362/05) 

Lengua de procedimiento: neerlandés 

Órgano jurisdiccional remitente 

Hoge Raad der Nederlanden 

Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Realchemie Nederland BV 

Demandada: Bayer CropScience AG 

Objeto 

Petición de decisión prejudicial — Hoge Raad der Nedeerlanden 
— Interpretación del artículo 1 del Reglamento (CE) n o 
44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a 
la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (DO 2001, 
L 12, p. 1), y del artículo 14 de la Directiva 2004/48/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, 
relativa al respeto de los derechos de propiedad intelectual (DO 
L 157, p. 45) — Concepto de materia civil y mercantil — 
Violación de la prohibición impuesta por una resolución judicial 
alemana de importar y comercializar en Alemania determinados 
plaguicidas — Multa — Ejecución de la resolución que la im­
pone — Procedimiento de ejecución de las resoluciones dictadas 
en el extranjero sobre las costas en materia de multas o multas 
coercitivas por violación de la prohibición de infringir un dere­
cho de propiedad intelectual
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